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SALA SEGUNDA

Sección Tercera

EXCMOS. SEÑORES;

Don Luis López Guerra

Don Alvaro Rodrfguez Berei jo

Don Julio Gonzá7ez Campos

La Sección ha examinado

por don Ed.uardo Teodoro Dunkley

0 0462522

lüúm. de RegiSt , ro :  L394/92

ASUNTO: Recurso de amparo pro-

movldo por don Eduardo Teodoro

Dunkley Navarro

SOBP.E:  ConEra Sentencia de 1a

Sala Tercera del Tribunal Su-

premo, err apelación contra 1a

dic tada por  Ia  Sala de lo

Cont,encioso-Administrativo de

la Audiencia Provincial de Pal-

ma de Mallorca en los autos

núm. 525/87,  sobre expuls i -ón

del  ter r i tor io  nac ional ,

el recurso de amparo interpuesto

Navarro.

I. ATi¡TECEDEII¡:TES

L.  Por  escr i to  reg is t rado en este Tr ibunal  e l  2  de jun io

de L992, don Fernando Aragón Martfn, Procurador de los Tribuna-

les y de don Eduardo Teodoro Dunkley Navarro, interpone recurso

de amparo contra la  Sentencia de Ia  Sala Tercera (Sección Sex-

ta) del Tribunal Supremo de 9 de abri l  de L992, desestimatoria

deI recurso de apelación nrim. 888/89 promovido contra Ia
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dictada por la SaIa de 1o Contencioso-Administrativo de la Au-

diencia Provincial de Palma de Mallorca, de fecha 24 de febrero

de L989 (autos nr1m. 525/87)  ,  conf i rmator ia  de Ia  Resoluc j -ón de

la Delegación del Gobierno en la Comunidad Autónoma de Balea-

res,  negociado de ext ranjeros nr1m. 88?,  de 22 de jun io de 1987,

desest imator ia .  por  su par te,  de l  recurso de reposic ión in ter -

puesto contra Resolución de esa Delegaclón de fecha 9 de abri l

de L987,  por  la  que se acuerda Ia  expuls ión del  recurrente,  por

un perfodo de tres años, del terr i torio nacional.

2. Los hechos en los que se fundamenta 1a demanda son,

sucintamente expuestos, los que siguen:

a) Por Resoi-u.c j-ón de la Delegación del Gobierno en

Baleares de 9 de a.bri l  de 1987 se acordó -1a expulsión del-

recurrente de1 terri torio nacional por un perfodo de tres años,

en apl icac ión de 1o est ,ab lec ido en fos apar tedos a) ,  b) ,  d)  y

f )  de l  a r t .  26 .L  de . l a  Ley  o rgán i ca  7 /L985 ,  de  L  de  j u I i o ,  so -

bre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España. Por de

22 de Junio siguiente se desest, imó e} recurso de reposi-ción

promovido contra la meritada Resolución.

b) El recurrente interpuso recurso contencioso-

administrativo ante la Audiencia Provincial de Palma de Mallor-

cd, cuya Sala de 1o Cont,encioso-Administrativo dict,ó Sentencia

desest imator ia  de 24 de febrero de 1989 (autos núm .  525/87) ,  en

}a que se confirman las Resoluciones administrativas impugna-

das,  dec larándolas conformes a Derecho.  EI lo  no obstante,  la

Sala entendió que Ia expulsión só1o procedfa por concurrir 1o

prevenido en los apartados a) y b) de Ia Ley orgánica 7 /t985
(no haber obtenido Ia prórroga de1 permiso de residencia ni te-

ner  permiso de t rabajo) ,  no concurr iendo,  €r r  cambio,  Ios su-
puestos contemplados en los apartados d) (haber sido condenado
por conducta dolosa castigada con más de un año de privaclón de

l iber tad)  y  f )  (desarro l lar  act lv idades i legales)  de l  c i tado

precepto, yd eu€, si bien era cierto que habfa sido condenado

por tráf ico de drogas, aúrn se encontraba pendj-ente de
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resolución un recurgo de casación ante el Tribunal Supremo. En

otro orden de cosas, y pese a reconocer que el- recurrente

" t iene sus rafces fami l iares y  pat r imonia les en España",  1d

Sala entendió que el l-o no podfa impedir Ia debida aplicación

deL art. 26 de 1a Ley 7/L985, habiendo quedado acreditado que

pese a que el permisc de residencia Ie caducó cuando se encon-

traba en prisión provisiona1, rro hizo nada que pusiera de manÍ-

f iesto su intención de obtenerlo.

c) Promovido recurso de casación ante el Tribunal Supre-

mo ( recurso nr1m. 888/89)  -en eI  que eI  ahora recurrente so l ic i -

t ,ó que se planteara cuest, ión de inconstitucionalidad sobre eI

a r t .  26 . t  a )  y  b )  de  l a  Ley  Orgán ica  7 /L985- ,  l - a  Sa la  Te rce ra
(sección Sext,a) de ese Tribunal dictó Sentencia desest, imatoria

de 9 de abri l  de 1992. Confirmando la de instancia, se sostie-

t1e, en camblo, que también procede la expulsión por concurren-

c ia  de la  c i rcunstancia prev is ta en eI  apar tado f )  de l  ar t .

26 .L  L .O .  7 / t985 ,  dados  l os  numerosos  an teceden tes  po l i c i a les

por  t , rá f ico de drogas;  as imismo,  se acuerda suspender  la  e jecu-

ción de la expulsión hasta que el recurrente quede l ibre de

responsabi l idad penal  en España,  esto €s,  hasta que se e jecute

la condena por tráf ico de drogas -si se desestima eJ- recurso de

casación pendiente- o hasta que quede absuelto por ta1 deli to
-s i  Ia  casación es est imada.

3. Se interpone recurso de amparo contra las resolucj-ones ju-

diclales y administrativas antedichas, interesando de este Tfi-

bunal que dicte Sentencia en Ia que se decrete su nulidad. Se

sol - ic i ta  además,  por  ot rosf ,  eu€ se suspenda la  e jecución de la

orden de expuls ión.

Se. sostiene en la demanda que las resol-uciones recurri-

das han vu.lnerado el derecho a La int irnidad personal y famil iar
(ar t .  L8 c .E.  )  por  cuanto la  esposa e h i jos deI  recurrente van

a verse obligados a sal ir de España, cercenándoles asf también

su derecho a elegir l ibremente su lugar de residencia y a
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en t ra r  y  sa l i r  de  España  (a r t .  L9  C .E . ) .  De  o t ro  l ado ,  s€  i n -

fr ingir la también el derecho de 1os hi jos del demandant,e a la

educac ión  (a r t .  27 .L  C .E .  )  y  e l  de recho  de l  recu r ren te  y  de  su

esposa a que sus hi jos reciban 1a formación moral y rel igiosa

que  es té  de  acue rdo  con  sus  conv i cc i ones  (a r t .  27 .3  C .E . ) ,  ya

que tanto a unos como a otros se l-es impide que la educación

recj-bj-da por los primeros sea la española, sin que pueda

arbitrarse como soluclón el que los hi jos permanezcan en España

con su madre mientras el recurrente permanece en el extranj€Fo,

ya que entonces se privarfa a Ios hi jos de Ia educación que pu-

dieran recibir de su padre.

4.  Por  prov idencia de I  de d ic lembre de L992,  la  Sección

Tercera de este Tribüna] acordó, de conformidad con 1o dispues-

t ,o  en e l  ar t .  50.3 L3TC, conceder  aI  demandante de amparo y  a l

Mlnisterio Fiscal el plazo común de diez dfas para que fornula-

ran las alegaciones que estimasen pert inentes acerca de la po-

sible concurrencia de l-a causa de inadmisión establecida en el

ar t .  50.1 c)  LOTC, For  carecer  la  demanda de contenido que jus-

t i f ique una resolución sobre eI fondo.

5.  La representac ión procesal  de1 recurrent ,e  presentó su

escrito de alegaclones en eL ,Juzgado de Guardia el 22 de di-

ciembre de L992, registrándose en este Tribunal el dfa siguien-

te. Tras exponer nuevamente Ia relación de hechos ya contenida

en l-a demanda, s€ afj-rma en eI escrito de alegaciones que la

cuestión debatida ofrece un indudabl-e contenido constitucional,

toda vez que las resoluciones lmpugnadas han de producir como

efecto una disgregación famil j-ar o Ia necesidad de que t,oda Ia

fanil ia se traslade a un pafs en el que quizás no sea posible

garant, izar a todos los miembros de Ia unidad famil iar los dere-

chos gue 1a Const i tuc ión Españo1a consagra en sus ar ts .  L4 a

29.  Después de re i terar  gu€,  a  su ju ic io ,  con Ias resoluc iones

recurr idas se in f r inge 1o d ispuesto en los ar ts .  18,  L9 y  27 de

la Constitución, se relaciona toda una serie de document,os
-adjunt,os aI escrito de alegaciones- demost,rativos, para e1 re-

currente, de la relacj-ón del act,or con nuestro paf s,
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concluyendo con la suplica de que se admita la demanda de ampa-

ro .

6.  E l  Mj-n is ter io  F iscal  reg j -s t ró  su escr i to  de a legaclo-

nes eI  L7 de d ic ienbre de L992.  Escr i to  que se in ic ia  con la

declaración del- Ministerio Fiscal- de eu€, a su juicio, concurre

efectivamente la causa de inadmisión puesta de manif j-esto en Ia

prov idencia que d io lugar  a l  t rámi te del  ar t .  50.3 LOTC. Seña-

la ,  a  cont inuación,  €1 Min is ter io  Públ ico que e l  ar t .  13 de la

Constlt ,ución reconoce a 1os extranjeros los derechos fundamen-

tal-es del Tftulo I de Ia Constitución, si bien con algunas I i-

mitacj-ones, entre las que f iguran las determlnadas por Ia Ley.

Continúta el Ministerio Fj-scal con la afirmación de que la Ley

7 /L985 establece la posibi l idad de expulsión de los extranjeros

del  ter r j - tor io  nac ional ,  1o eu€,  s in  duda,  l imi ta  e1 e jerc j -c io

del  derecho establec ido en e l  ar t .  19 de Ia  Const i tuc ión.  Los

hechos que dan lugar a Ia orden de expulslón est,án previstos en

el  ar t .  26 de la  c i tada Ley,  y  sobre su ex is tenc ia -dec larada

probada por los Tribunales ordj-narios- no puede pronunciarse

este Tr ibunal ,  d . I  impedl rse lo eI  ar t .  44.1 b)  de su Ley Orgáni -

ca .

De ot,ro lado, continúa eI Ministerio Ptlbl ico, Ios fami-

l iares del- recurrente no han visto l lmitados los derechos reco-

nocidos en los ar ts .  18 y  27 de Ia  Const i tuc ión,  s ino que d icha

limitaclón se habrfa producido, en su caso, respecto del actor,

eI cual actr la exclusivamente en nombre propio. No existe, FOr
ello, legitÍmación activa para hacer valer d.erechos ajenosi de-

recho eu€, además, rro se han invocado tampoco en la vfa judi-

cial- precedente y que afectarfan a su esposa (sin duda mayor de

edad) y a unos hi jos cuya existencia y edad ni siquiera se

acredi ta .

Tampoco puede af i rmarse,  a  ju ic io  de1 Mj-n is ter io  F iscal ,

que se haya visto vulnerado eI derecho a l-a int, imidad o a Ia

educaclón del demandante, siendo la invocaci-ór de esos derechos

meramente retórj-ca y carente de toda fundamentación.
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En consecuencla,

misión del  recurso.

el  Minister io Fiscal  interesa la inad-

II. FT'NDAIIEIüTOS JURIDTCOS

1. Procede conf irmar l-a concurrencia de l-a causa de in-

admisión puesta de manifiesto en nuestra providencla de primero

de dic iembre de L992, For carecer la demanda, manif iestamente,
de contenido que justif ique una resolucj-ón sobre el fondo por
par te  de  es te  Tr ibuna l -  [a r t .  50 .L  c )  LOTC] .

En efecto,  entre los preceptos const i tucionales cuya in-
f racc ión  se  denunc ia  -a r ts .  13 ,  18 ,  L9  y  27 ,1  y  3 - ,  unos  no
pueden ser objeto del  recurso de amparo (asf ,  ar t .  L3),  concu-
rriendo -en este punto- la causa de inadmisión contemplada en
el  ar t .  50.1 b) LOTC; otros sólo podrfan fundamentar un anparo
promovi-do por 1a esposa del recurrente o por éste en nombre de
sus hiJos:  ta1 es el  caso con eI  derecho de 1os españoles a en-

trar y sal-ir l ibremente de España y a elegir su lugar de resi-

denc ia  (a r t .  1 -9  C.E. )  o  con e l  derecho de  sus  h i jos  a  rec ib i r

una educac iOn (a r t .  27 .L  C.E. ) ;  y ,  f ina lmente ,  só}o  a lgunos  po-

drfan sustentar Ia pretensión deducida en 1a demanda: arts.  18
y  27 .3  C.E.  S in  embargo,  respec to  de  los  derechos  reconoc idos
en estos preceptos -únicos que puede alegar eI recurrente-, l-a
demanda carece manifiestamente de contenido que justif ique una
resol-uc1ón sobre el f ondo.

2. No puede sostenerse que Ia resolución admj-nistrativa
impugnada es contraria al derecho a la intimidad personal y fa-
miliar, a no ser que se entienda euc, por definición, toda
injerencia del Ordenamiento en el ámbit,o personal y familiar
atenta contra aquel derecho en la medida en que condicione la
autonomfa -Ij-bérrima- del indj-viduo y de Ia unidad familiar en
la que se integra, de manera eu€, inevitablement,e, habrfa que



*@*

ffiffi&
TRIEUNAL

CONSTITUCIONAL
*.Wws,.rygruruil

I

f

T

u-=
I

c
o

¡F
c,
o

E

é
Étó
I

0 0462528

concluir con Ia incostitucionalldad de toda norma que no conta-
ra en su apl icación con la aquiescencia de sus dest inatar ios.
La parquedad de Ia demanda en este punto (como en todos) no
permfte adivinar las posibles antlnomias exlstentes entre la
ejecución de una resol-ución aplicatlva del Ordenamiento y el

derecho consagrado en el  ar t .  L9 C.E.,  máxime si  se considera
-como habrá de verse a continuaclón- que aquella resolución es
de todo punto irreprochable en su forma y en su contenido.

3 .  Por  su  par te ,  la  denunc iada in f racc ión  de l  a r t .  27 .3
C.E. carece asimismo de toda consistenciai  de un lado, porque

la orden de expulsión sólo afect,a aI recurrente, no a su fami-
l ia; de otro, porque si su fanil ia permaneciera en España, la

expulsj-ón del recurrente afectarfa a1 supuesto derecho de sus
hijos a ser educados por su padre del- mismo modo que una conde-
na privativa de l ibertad a cumplir en el territorio nacional:
serfa absurdo declarar inconst i tucional  por lnfracción del  ar t .
27 C.E. la recluslón de padres de fanl} la,  con independencla de
gue, en todo caso, los legitimados para reclamar t,al infracción
serfan los hi jos,  nunca el  padre s i  no es en representación de

aguél los,  fo que no es ahora el  caso.

4. La única fundamentación eu€, por 1o expuesto, podrfa

motivar el amparo serfa una eventual lnfracción deJ- derecho a
la tutela. judic ia l  efect iva,  oo aprecÍable en absoluto y tampo
co denunclada en Ia demanda. Y elIo porque la Resolución admi-
nistrat,iva de expulsión se ha dictado en aplicación de un pre-

cepto  (a r t .  26 .L  L .O.  7 /7985)  que,  pes€ a  1o  sos ten ido  por  e l

recurrente ante eL Tribunal Supremo -aunque no en la demanda de
amparo- no ofrece viso alguno de inconst,itucionalidad, siendo
-como es- una de las normas (tratado y 1ey) a las que se remj_t,e
e I  a r t .  13 .1  C.E.  para  de termlnar  e I  a lcance con e I  que los  ex-
t,ranjeros pueden disfrutar en España de los derechos y ribert,a-
des reconocidos en el Tftulo I de Ia Constitución, rro aprecián-
dose en su cont,enido inconstit,uclonalidad de ningrln género.

Además, 1as Sentencias judiciales confirmatorias de aquella Re-
solución explj-can con claridad y corrección las razones por las
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que se consideran concurrentes las circunstanclas descrit,as en

los apartados a),  b)  y (sóIo el  Tr ibunal  Supremo) f )  del  c i tado

ar t .  26 .L  L .O.  7 / t985t  bás icamente ,  que e l  recur ren te  no  in ten-

tó siquiera renovar su permiso de resj-dencia y eue, por 1os an-
tecedentes policiales obranLes en autos, se dedicaba a act,ivi-

dades i legales. En definit iva, ha de colegirse que sól-o con ha-

ber demostrado la intención de regularizar su situación como

extranjero (1o que pudo hacer -tanto desde la cárcel- como una

vez en l ibertad- y no hizo),  Ios órganos jur isdiccj-onales ordi-

narios hubj-eran denegado la expulsión por esa causa, aun cuando
hubieran debido de confirmarla por raz6n de las actividades
ilegales eu€, como quedó probado y razonado con toda correc-

ción, venfa desarrol lando.

En consecuencia, Ia Sección acuerda inadmitir el- presen-

te recurso de amparo.

Madrid, veintinueve de enero de mil novecientos noventa
y  t res .

ryfN


